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Panel integrado por su presidente, el Juez Figueroa 

Cabán, el Juez Flores García y el Juez Salgado Schwarz 

 

Figueroa Cabán, Juez Ponente 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 9 de abril de 2021. 

Comparece el Sr. Noronell Ramos Padró, en 

adelante el señor Ramos o el apelante, y solicita que 

revoquemos la Sentencia emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Ponce, en adelante TPI. 

Mediante la misma, se le impuso una pensión 

alimentaria final de $903.76 mensuales. 

 Por los fundamentos que expondremos a 

continuación, se confirma la Sentencia apelada. 

I.  

Surge del expediente que la Sra. Kadisha N. Ruiz 

Trabal, en adelante la señora Ruiz o la apelada, 

presentó una Petición de Alimentos Por Estipulación 

Para Menores De Edad contra el señor Ramos. En 

síntesis, alegó que, no existe una pensión alimentaria 

fijada por el Tribunal o la Administración para el 

Sustento de Menores, en adelante ASUME. Añadió que las 
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partes tampoco habían llegado a un acuerdo sobre la 

pensión alimentaria.1    

Posteriormente, la Oficina del Examinador de 

Pensiones Alimentarias, en adelante la EPA, celebró 

una vista para recomendación de pensión alimentaria 

final. Con base en la prueba testifical, la 

información incluida en las Planillas de Información 

Personal y Económica, en adelante la “PIPE”, de las 

partes, así como el Artículo 13 (2) de la Ley Orgánica 

para la Administración para el Sustento de Menores, 

Ley Núm. 5-1986, según enmendada, 8 LPRA Sec. 512, la 

EPA emitió un Acta-Informe con las correspondientes 

determinaciones de hechos, conclusiones de derecho y 

su recomendación.2  

En lo pertinente, la EPA consideró que el señor 

Ramos recibía como empleado de la Guardia Nacional un 

ingreso neto mensual de $1,188.11 y que tenía gastos 

mensuales por la cantidad de $2,553.43 según reportado 

en la PIPE. La EPA sumó ambas cantidades, 

estableciendo que el apelante devengaba un ingreso 

neto mensual de $3,741.54.3  

Aplicadas las Guías Mandatorias, la EPA recomendó 

que el señor Ramos pagara la cantidad de $776.39 por 

concepto de pensión alimentaria, así como $127.37 por 

gastos suplementarios de vivienda. En síntesis, la 

pensión recomendada ascendió a $903.76 dólares 

mensuales, a base de $451.88 quincenales. La referida 

recomendación fue realizada luego de examinar las 

necesidades básicas de la parte alimentista y a tenor 

 
1 Tomamos conocimiento judicial mediante el Sistema Unificado de 

Manejo y Administración de Casos, en adelante SUMAC.  
2 Véase, Apéndice del apelante, Anejo 2, Acta-Informe, págs. 2-4. 
3 Id., pág. 3. 
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con lo dispuesto en el Artículo 19 de la Ley Núm. 5, 8 

LPRA Sec. 518.4 

Así las cosas, el TPI emitió una Sentencia en la 

que adoptó e hizo formar parte de su determinación el 

Acta-Informe de la EPA. Por consiguiente, ordenó al 

señor Ramos pagar una pensión alimentaria final de 

$903.76 mensuales, a base de $451.88 quincenales, a 

través de ASUME.5  

Oportunamente, el señor Ramos presentó una Moción 

Solicitando Reconsideración, en la que, en esencia, 

impugnó la apreciación de la prueba. Sostuvo que tiene 

un gasto de renta y que los gastos declarados no se 

pueden considerar ingresos adicionales. Además, 

actualmente está desempleado y tiene un hijo menor de 

edad adicional, circunstancias que no estaban 

presentes cuando se celebró la vista.6  

La señora Ruiz se opuso a la reconsideración. 

Entiende que la EPA aplicó correctamente la normativa 

sobre imputación de ingresos al advertir que el 

apelado “no estaba informando todos los ingresos” o 

“estaba reduciendo voluntariamente la capacidad de 

generar ingresos”. Por ende, al considerar la 

capacidad del alimentante para generar ingresos, los 

gastos informados bajo juramento en la PIPE, su estilo 

de vida, su empleo, su testimonio y la prueba 

admitida, procede concluir que la imputación de 

ingresos al apelante es razonable”.7  

 
4 Id., pág. 4. 
5 Id., Anejo 1, Sentencia, pág. 1.  
6 Id., Anejo 3, Moción Solicitando Reconsideración, págs. 5-7. 
7 Oposición a Solicitud de Reconsideración obtenida al consultar 

los autos originales, ya que el apelante no la incluyó en el 

Apéndice. Regla 16 (E)(1)(d) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B. 
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El TPI declaró no ha lugar la moción de 

reconsideración.8  

 Insatisfecho, el apelante presentó una Apelación 

en la que alega que el TPI cometió los siguientes 

errores: 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

ACOGER UN INFORME DEL EXAMINADOR DE 

PENSIONES ALIMENTARIAS QUE CONTIENE 

DETERMINACIONES DE HECHOS CONTRARIAS A LA 

PRUEBA APORTADA. 

 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

ACOGER EL INFORME DEL EXAMINADOR DE 

PENSIONES ALIMENTICIAS EN EL QUE SE 

CONSIDERA COMO INGRESO LOS GASTOS 

INFORMADOS POR RAMOS PADRÓ Y 

CONSECUENTEMENTE CONCLUIR QUE SU INGRESO 

NETO MENSUAL ES $3,741.54 MENSUALES.  

 

ERRÓ EL TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA AL 

ACOGER EL INFORME DEL EXAMINADOR DE 

PENSIONES ALIMENTARIAS EN EL QUE SE 

RECOMIENDA QUE EL APELANTE RAMOS PADRÓ 

DEBE PAGAR UNA PENSIÓN MENSUAL DE $903.76.  

 

Luego de revisar los escritos de las partes, la 

regrabación de los procedimientos y los documentos que 

obran en el expediente, estamos en posición de 

resolver. 

-II- 

A. 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico, en adelante 

TSPR, ha resuelto que los casos de alimentos de 

menores están revestidos del más alto interés público.9 

Por esa razón, el Estado, como parte de su política 

pública, ha legislado ampliamente para velar por su 

cumplimiento.10 

 
8 Id., Anejo 5, Resolución, pág. 9. 
9 Diana M. Umpierre Matos v. Alexis F. Juelle Abello, 203 DPR 254, 

265 (2019); Díaz Ramos v. Matta Irizarry, 198 DPR 916 (2017); 

Rodríguez Rivera v. De León Otaño, 191 DPR 700, 703 (2014); Ríos 

v. Narváez, 163 DPR 611 (2004); McConnell v. Palau, 161 DPR 734, 

745 (2004). 
10 McConnell v. Palau, supra, pág. 746. 
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De este modo, la obligación de los progenitores 

de proveer alimentos a sus hijos menores de edad es 

parte esencial del derecho a la vida y, a su vez, 

producto de la relación paterno-filial.11 Asimismo, el 

derecho a reclamar y percibir alimento es parte 

integral del principio natural de conservación que 

constituye piedra angular del derecho constitucional a 

la vida y a la inviolabilidad de la dignidad del ser 

humano.12 

Por su parte, el Código Civil de Puerto Rico 

regula el deber de los padres y madres a suministrar 

alimentos a sus hijos, así como también el deber de 

tenerlos en su compañía, educarlos e instruirlos con 

arreglo a su fortuna.13 En ese sentido, se suministrará 

los alimentos tomando en consideración que: “la 

cuantía de los alimentos será proporcional a los 

recursos del que los da y a las necesidades del que 

los recibe, y se reducirán o aumentarán en proporción 

a los recursos del primero y a las necesidades del 

segundo”.14 Por esa razón, la imputación del pago de 

pensión y el correspondiente aumento o reducción del 

mismo, debe ser realizado en consideración a dos 

criterios principales, a saber: los recursos y medios 

de fortuna de los alimentantes, de forma tal que se 

pueda determinar su capacidad económica para cumplir 

su obligación alimentaria; y, las necesidades del 

alimentista, es decir, cuánto necesita éste para 

cubrir sus necesidades de sustento, habitación, 

 
11 Véase, Art. II, Sec. 1, Const. ELA, 1 LPRA sec. 1; Ríos v. 

Narváez, supra, pág. 617; Arguello v. Arguello, 155 DPR 62, 70 

(2001). 
12 Id. Véase además, Art. II, Sec. 7, Const. ELA, 1 LPRA sec. 7.  
13 Véase, Art. 143 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 

562; Art. 153 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 601. 
14 Art. 146 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 565. 
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vestido, asistencia médica, y educación, conforme su 

posición social.15 

Ahora bien, el TSPR resolvió que para determinar 

la capacidad económica del alimentante es meritorio 

considerar todos sus ingresos devengados, incluso 

aquellos que no aparezcan en la planilla de 

información personal. En ese sentido, debe considerar 

el tribunal “el estilo de vida que lleva el 

alimentante, su capacidad para generar ingreso, la 

naturaleza y cantidad de las propiedades con que 

cuenta, la naturaleza de su empleo o profesión y otras 

fuentes de ingreso”.16 Además, debe considerar la 

economía subterránea que prevalece en Puerto Rico ya 

que muchos alimentantes incurren en la práctica de 

declarar sólo parte de sus ingresos reales.17 De este 

modo, el tribunal puede tener un panorama claro del 

ingreso bruto del alimentante para así ponderar los 

gastos de éste. Calcular los gastos es decisivo para 

determinar la verdadera situación económica del 

alimentante. Así pues, el tribunal está en posición 

para determinar la pensión alimentaria a favor del 

menor.  

B. 

En el proceso de computar la pensión alimentaria, 

se requiere que se determine el ingreso bruto del 

alimentante para luego establecer su ingreso neto.18 

Ambos, es decir, los conceptos de ingreso bruto y de 

 
15 Véase, Martínez v. Rodríguez, 160 DPR 145, 153 (2003); S. 

Torres Peralta, Ley de Sustento de Menores y el Derecho 

Alimentario en Puerto Rico, San Juan, Publicaciones STP, Inc., 

Ed. 2006, pág. 7.02. 
16 Arguello v. Arguello, supra, págs. 72-73 (citando a López v. 

Rodríguez, 121 DPR 23, 33 (1988)). 
17 Id., pág. 73. 
18 Franco Resto v. Rivera Aponte, 187 DPR 137, 151 (2012); Llorens 

Becerra v. Mora Monteserín, 178 DPR 1003, 1017 (2010); Martínez 

v. Rodríguez, 160 DPR 145, 156 (2003). 
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ingreso neto son esenciales en materia de la 

determinación de la pensión alimentaria a ser 

establecida o modificada para beneficio de la parte 

alimentista”.19 En términos generales, el Art. 7 (16) 

de las Guías Mandatorias para Computar las Pensiones 

Alimentarias en Puerto Rico, Reglamento Núm. 8529, 

Departamento de la Familia, 30 de octubre de 2014, 

según enmendado, pág. 6, en adelante Reglamento Núm. 

8529, define el término ingresos de la siguiente 

manera:  

[…] cualquier ganancia monetaria, 

beneficio, rendimiento o fruto derivado de 

sueldos, jornales o compensación por 

servicios personales, incluyendo la 

retribución recibida por servicios 

prestados como funcionario o funcionaria o 

empleado o empleada del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, del Gobierno de 

los Estados Unidos de América, del 

Distrito de Columbia, de las Islas 

Vírgenes de los Estados Unidos de América, 

o de cualquier territorio o posesión 

sujeta a la jurisdicción de los Estados 

Unidos de América según lo permitan las 

leyes y reglamentos federales aplicables, 

de cualquier estado de la Unión de los 

Estados Unidos de América, o de cualquier 

agencia o instrumentalidad de cualesquiera 

de las mencionadas entidades o país 

extranjero en cualquiera que sea la forma 

en que se pagaren; o de profesiones, 

oficios, industrias, negocios, comercio o 

ventas; o de operaciones en propiedad, 

bien sea mueble o inmueble, que surjan de 

la posesión o uso del interés en tal 

propiedad; también los derivados de 

intereses, rentas, dividendos, beneficios 

de sociedad o corporación, valores o la 

operación de cualquier negocio explotado 

con fines de lucro o utilidad; y 

ganancias, beneficios, rendimientos, 

fondos, emolumentos o compensación 

derivados de cualquier procedencia, 

compensaciones como contratista 

independiente, compensaciones por 

desempleo, compensaciones por incapacidad, 

beneficios de retiro y pensiones o 

cualquier otro pago que reciba una persona 

de cualquier persona natural o jurídica.20 

 
19 Torres Peralta, op. cit., pág. 8.05. Véase Martínez v. 

Rodríguez, supra. 
20 Véase, además, Art. 2 (20) de Ley Núm. 5, supra, 8 LPRA Sec. 

501. 
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Ahora bien, cabe señalar que el Reglamento Núm. 

8529 distingue el ingreso bruto del ingreso neto. Como 

adelantamos, el primer paso para determinar la 

capacidad económica del alimentante es calcular su 

ingreso bruto.21 Específicamente, el ingreso bruto es 

definido como “[…] la totalidad de los ingresos con 

los que cuentan la persona custodia y la persona no 

custodia con anterioridad a descontarse las 

deducciones mandatorias y las deducciones aceptadas”.22  

De otra parte, “[p]ara obtener el ingreso neto 

mensual de la persona custodia y el de la persona no 

custodia, se le resta al ingreso bruto anual, las 

deducciones mandatorias anuales y las deducciones 

aceptadas anuales; el resultado se divide entre los 

doce (12) meses del año”.23 De modo, que el ingreso 

neto es definido por el Reglamento Núm. 8529, supra, 

como:  

Aquellos ingresos disponibles al 

alimentante, luego de las deducciones por 

concepto de contribuciones sobre ingreso, 

seguro social y otras requeridas 

mandatoriamente por ley. Se tomarán en 

consideración, además, a los efectos de la 

determinación del ingreso neto, las 

deducciones por concepto de planes de 

retiro, asociaciones, uniones y 

federaciones voluntarias, así como los 

descuentos o pagos por concepto de primas 

de pólizas de seguros de vida, contra 

accidentes o de servicios de salud cuando 

el o la alimentista sea beneficiario o 

beneficiaria de estos. La determinación 

final se hará según toda la prueba 

disponible, incluyendo estimados, estudios 

y proyecciones de ingresos, gastos, estilo 

de vida y cualquier otra prueba 

pertinente.24(Énfasis suplido). 

 

 
21 Llorens Becerra v. Mora Monteserín, supra, pág. 1019. 
22 Art. 7(17) del Reglamento Núm. 8529, supra, pág. 7. 
23 Art. 13(1), de las Guías Mandatorias para computar las 

pensiones alimentarias en Puerto Rico, supra, pág. 20. 
24 Art. 7(19) del Reglamento Núm. 8529, supra, pág. 7. Véase, 

además, Art. 2 (19) de Ley Núm. 5, supra, 8 LPRA Sec. 501. 
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Por otro lado, el tribunal imputará ingresos a la 

persona custodia o a la persona no custodia, cuando 

“existan indicios o señales de que el ingreso es mayor 

al que la persona informa”.25 En los casos en que 

proceda imputar ingresos, el juzgador o la juzgadora 

lo hará de conformidad con la siguiente Regla General: 

Se imputará el salario mínimo federal 

prevaleciente en Puerto Rico a base de 40 

horas semanales o una cantidad mayor según 

la totalidad de la prueba que reciba el 

juzgador o la juzgadora. Al momento de 

imputar una cantidad mayor al salario 

mínimo federal, el juzgador o la juzgadora 

podrá considerar los factores siguientes: 

la empleabilidad de la persona custodia o 

la de la persona no custodia, su historial 

de trabajo, los ingresos devengados 

anteriormente, su profesión y preparación 

académica, su estilo de vida, los gastos 

en los que la persona incurre, la 

naturaleza y cantidad de las propiedades 

con las que cuenta, la realidad de la 

economía informal, el ingreso promedio del 

oficio, ocupación o profesión y cualquier 

otra prueba pertinente.26 (Énfasis 

Suplido). 

 

 Finalmente, es importante destacar que:  

[…] los gastos mensuales en los que 

incurre el alimentante constituyen un 

factor mediante el cual podrían 

imputársele ingresos, cuando tales gastos 

sobrepasan los ingresos informados. … 

“[l]os gastos en que incurre el 

alimentante para sostener su estilo de 

vida, constituyen un elemento decisivo al 

determinar cuál es la verdadera situación 

económica del alimentante”. Por ejemplo, 

las cuentas altas en tarjetas de crédito 

podrían constituir un gasto que debe 

considerarse, aunque luego esas deudas se 

paguen a plazos. Íd. De igual forma, si el 

alimentante ha incurrido en obligaciones 

prestatarias, podrían considerarse tales 

deudas para imputarle ingresos, cuando 

sean indicativas de que recibe ingresos 

mayores a los informados u ostenta una 

capacidad mayor para generar ingresos. 

(Énfasis suplido) (Citas omitidas).27 

 

 

 
25 Art. 10(a) del Reglamento Núm. 8529, supra, pág. 15. 
26 Art. 12(1)(a)(1), de las Guías Mandatorias para computar las 

pensiones alimentarias en Puerto Rico, supra, pág. 17. 
27 Llorens Becerra v. Mora Monteserín, supra, pág. 1029. 
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C. 

Como es sabido, el foro apelativo “no debe 

intervenir con las determinaciones de hechos ni con la 

adjudicación de credibilidad que haya efectuado el 

juzgador de los hechos”, ni tiene facultad de 

sustituir por sus propias apreciaciones, las 

determinaciones del foro primario.28 De modo, que los 

tribunales apelativos deben mantener deferencia a la 

apreciación de la prueba que realiza un tribunal de 

instancia.29 

Así pues, los tribunales apelativos no 

intervendremos con la apreciación de la prueba 

reflejada en las determinaciones de hechos del tribunal 

apelado en ausencia de circunstancias extraordinarias o 

indicios de pasión, prejuicio o parcialidad, o que 

cometió un error manifiesto.30 

Sin embargo, en lo que respecta a prueba 

documental o pericial no existe diferencia entre ambos 

foros. Es decir, tanto el tribunal de instancia como 

el de apelaciones se encuentran en la misma posición.31 

-III- 

 En síntesis, el apelante alega que el TPI 

incurrió en error manifiesto en su apreciación de la 

prueba. Específicamente, señala que el cálculo 

efectuado por la EPA no responde a la evidencia que 

tuvo ante sí. Entiende que, contrario a la prueba 

testifical, el TPI determinó como ingreso el gasto 

relacionado al pago de renta de su apartamento. 

 
28 Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 717, 741 (2007); Rolón 

v. Charlie Car Rental, Inc., 148 DPR 420, 433 (1999). 
29 McConnell v. Palau, supra, pág. 750. Véase, además, Regla 42.2 

de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2. 
30 Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750 (2013). 
31 González Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746 (2011); 

Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69, 79 (2004). 
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Argumenta, además, que el cómputo establecido es 

erróneo y contrario a las guías que regulan el proceso 

de establecer la pensión alimentaria, al sumarse 

ingresos y deudas para determinar su capacidad 

económica. Con relación a lo anterior, aduce que la 

EPA asumió indebidamente que las deudas y gastos 

estaban respaldados por fuentes independientes al 

ingreso informado.  

 En cambio, la señora Ruiz alega que el apelante 

no puede impugnar la apreciación de la prueba de la 

EPA, ya que no presentó ninguno de los medios 

contemplados por nuestro ordenamiento procesal 

apelativo para evaluar la suficiencia de la prueba 

testifical o su apreciación errónea.  En todo caso, el 

presunto error es inconsecuente sobre el monto de la 

pensión fijada, debido a que la EPA incluyó el pago de 

$450.00 mensual por concepto de renta como gasto del 

señor Ramos.  

 Sostiene, además, que en el caso ante nos procede 

la imputación de ingresos, porque a base de la 

totalidad de la prueba se estableció que el ingreso 

mensual del apelante es menor que sus gastos 

mensuales, los que no está en controversia que el 

señor Ramos cubría.  

 Consideramos que la apelada tiene razón, por lo 

cual confirmamos la sentencia impugnada. Veamos.  

 De los documentos que obran en autos se desprende 

que la EPA examinó la prueba documental sometida 

conforme a los parámetros normativos y 

jurisprudenciales aplicables.  Así pues, calculó el 

ingreso neto considerando, entre otros factores, tanto 

los gastos como el estilo de vida.  
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 Del mismo modo, el cómputo de la imputación de 

ingresos fue conforme a derecho. Nótese que en el 

análisis correspondiente se incluyeron los gastos 

mensuales, las tarjetas de crédito y las obligaciones 

prestatarias.  

 En fin, el apelante no nos puso en posición de 

retirar la deferencia que amerita la apreciación de la 

prueba oral que hizo el TPI.  Menos aún, cuando no 

presentó ninguno de los medios que dispone nuestro 

Reglamento para impugnar la apreciación de la prueba 

del foro sentenciador. 32   

-IV- 

Por los fundamentos previamente expuestos, se 

confirma la Sentencia apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones.  El Juez 

Salgado Schwarz emite el siguiente voto de conformidad 

en parte y disiente en parte:  

 

En este caso, aunque había votado Conforme 

sin reservas, examinando la sentencia, tengo 

reparo en el cómputo efectuado por la EPA.  

 

Independientemente de que el apelante no nos 

puso en posición al no incluir 

transcripción, en esencia es verificable en 

documentos, que aunque procede la imputación 

de ingresos, el cómputo es, a mi entender 

equivocado. Si se determinó que tiene 

ingresos netos de $1,188.11 y gastos 

mensuales de $2,553.43 lo correcto es 

imputarle ingresos en la cantidad de 

$1,365.32 ($2,553.43-$1,188.11), que al 

sumársele al neto equivale a la cantidad de 

gastos mensuales. 

 

Este error de la EPA, a saber, el sumar el 

ingreso neto más los gastos, infla 

indebidamente el ingreso por el cual se 

impone la pensión alimentaria básica. 

 

 
32 Véase las Reglas 19, 20 y 76 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B.  En todo caso, el presunto error 

en la apreciación de la prueba es inconsecuente, ya que consta en 

la prueba documental, admitida y juramentada por el apelante, que 

se reconoció como Gasto Mensual y Anual, bajo el concepto de 

Vivienda, la aportación mensual de $450.00. Apéndice del 

apelante, pág. 13. 
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Así que, estoy conforme en la imputación de 

ingresos, pero necesariamente devolvería 

para modificar la pensión fijada en cuanto a 

la explicación que antecede. 

 

          Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


